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TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE MADRID 
Sentencia n.º 719/2025 de 23 de octubre de 2025 
Sala de lo Contencioso-Administrativo. 
Recurso n.º 116/2024. 
 
SUMARIO: 
  
CC.AA. Madrid. Tributos cedidos. ITP y AJD. Transmisiones patrimoniales onerosas. Tipo 
impositivo reducido para empresas inmobiliarias. En el presente caso, la mercantil 
adquirente estaba dada de alta en los epígrafes del Impuesto sobre Actividades Económicas 
833.2 (Promoción Inmobiliaria de Edificaciones) y 834 (Serv. Propiedad Inmobiliaria e Industria). 
Según la Base de Datos Centralizada facilitada por la AEAT, el CNAE reflejado para el ejercicio 
de la compraventa y ejercicios anteriores a la adquisición del inmueble habría sido el 7311 
correspondiente a «Agencias de Publicidad». Debe tenerse en cuenta que en la declaración del 
Impuesto sobre Sociedades se cumplimentará el CNAE por cada entidad según el que 
corresponda a aquella actividad con mayor volumen de operaciones, esto es, su actividad 
principal. Por tanto, no se cumpliría el requisito exigido para aplicar el tipo impositivo reducido 
del 2 por ciento, ya que su actividad principal no sería la construcción de edificios, la promoción 
inmobiliaria o la compraventa de bienes inmuebles por cuenta propia. Sin embargo, ha acreditado 
que el grueso de sus operaciones y beneficios se refieren a la actividad de compraventa de 
inmuebles, prueba de la actividad real, o material que debe prevalecer para la aplicación del tipo 
reducido, pues de otra forma, con el planteamiento de las demandadas se está introduciendo un 
requisito formal para la aplicación del tipo reducido que no encuentra apoyo en la redacción del 
precepto(que bien podría incluir alguna mención en el sentido pretendido por las demandadas si 
se estimara esencial) y que tampoco resulta justificado a los fines propios del beneficio fiscal. 
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Vistos por la Sala, constituida por los Señores del margen, de este Tribunal Superior de Justicia, 
los autos del recurso contencioso-administrativo número 116/2024, interpuesto por la entidad Clo 
Clo Global, S.L., representada por el Procurador D. José Joaquín Nuñez Armendariz contra 
la Resolución dictada por el Tribunal Económico-Administrativo Regional de Madrid de fecha 24 
de noviembre de 2023 desestimatoria de la reclamación económico-administrativa interpuesta 
contra el Acuerdo del Director General de Tributos de la Comunidad de Madrid que desestima el 
recurso de reposición nº 2021-RD-895 presentado contra al liquidación provisional nº 
0012018049105, girada al documento nº 2017-T-076986 por el Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados (modalidad transmisiones patrimoniales 
onerosas), cuantía 11.465,25 euros. Ha sido parte demandada el Tribunal Económico 
Administrativo representado por el Abogado del Estado y la Comunidad de Madrid representada 
por el Letrado de la Comunidad. 
 
ANTECEDENTES DE HECHO 
PRIMERO.-Se interpuso por la entidad Clo Clo Global, S.L., recurso contencioso-administrativo 
contra la Resolución dictada por el Tribunal Económico-Administrativo Regional de Madrid de 
fecha 24 de noviembre de 2023 desestimatoria de la reclamación económico-administrativa 
interpuesta contra el Acuerdo del Director General de Tributos de la Comunidad de Madrid que 
desestima el recurso de reposición nº 2021-RD-895 presentado contra al liquidación provisional 
nº 0012018049105, girada al documento nº 2017-T-076986 por el Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados (modalidad transmisiones patrimoniales 
onerosas), cuantía 11.465,25 euros. 
Una vez admitido a trámite el recurso y reclamado el expediente administrativo, se dio traslado 
a la parte recurrente para que formalizara la demanda, y lo hizo en escrito, donde tras exponer 
los hechos y fundamentos que estimó pertinentes terminó suplicando que se dictase sentencia 
que anulase el acto impugnado y en consecuencia ordenase la devolución de la cantidad 
ingresada a resultas de la liquidación girada por la Comunidad de Madrid, así como el interés 
legal correspondiente desde la fecha en que efectivamente se hizo el ingreso, con expresa 
condena a las costas del procedimiento. 
 
SEGUNDO.-Que asimismo se confirió traslado a la representación de la parte demandada, para 
contestación a la demanda, lo que verificó por escrito por el Abogado del Estado, en que se 
opuso a la demanda. 
Se dio traslado a la Comunidad de Madrid la cual se opuso a la demanda y solicitó la confirmación 
de la Resolución recurrida. 
 
TERCERO.-Recibido el pleito a aprueba se practicó la propuesta y declarada pertinente y se 
acordó señalar para la deliberación, votación y fallo del presente recurso el día 22 de octubre de 
2025, quedando tras lo cual el procedimiento concluso para Sentencia. 
Siendo Magistrado Ponente la Ilma. Sra. D.ª Natalia de la Iglesia Vicente. 
 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 
PRIMERO.-El presente recurso tiene por objeto la Resolución dictada por el Tribunal Económico-
Administrativo Regional de Madrid de fecha 24 de noviembre de 2023 desestimatoria de la 
reclamación económico-administrativa interpuesta contra el Acuerdo del Director General de 
Tributos de la Comunidad de Madrid que desestima el recurso de reposición nº 2021-RD-895 
presentado contra al liquidación provisional nº 0012018049105, girada al documento nº 2017-T-
076986 por el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados 
(modalidad transmisiones patrimoniales onerosas), cuantía 11.465,25 euros. 
 
SEGUNDO.-La recurrente muestra su disconformidad con la resolución impugnada exponiendo, 
en síntesis lo siguiente. 
Precisa que la cuestión controvertida consiste en si cuando se presentó la liquidación del ITP 
como consecuencia de la compra del piso de la C/ Ponzano, nº 16 de Madrid, se cumplían los 
requisitos para a la aplicación del tipo reducido del 2% previsto en el art. 30 del Decreto 
Legislativo 1/2010, de 21 de octubre, del Consejo de Gobierno, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de las Disposiciones Legales de la Comunidad de Madrid en materia de tributos 
cedidos por el Estado, y especialmente, si se cumplió el previsto en el apartado b) de la 
mencionada norma, por ser la actividad principal la construcción de edificios, la promoción 
inmobiliaria o la compraventa de bienes inmuebles por cuenta propia. 
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Relata que con fecha 28/7/2017 se liquida la cantidad hoy recurrida conforme consta en los folios 
37 y 38 del expediente administrativo, por cuanto habiéndose aplicado el tipo reducido del 2% 
previsto en el art. 30 del Real Decreto Legislativo 1/2010, de 21 de octubre, del Consejo de 
Gobierno, por el que se aprueba el Texto Refundido de las Disposiciones Legales de la 
Comunidad de Madrid en materia de tributos cedidos por el Estado, anteriormente apartado 3 del 
art. 4 de la Ley 10/2009, de 23 de diciembre, de la Comunidad Autónoma de Madrid, de Medidas 
Fiscales y Administrativas, y según la motivación de la liquidación provisional de 17/12/2018, no 
concurre el apartado b) del referido artículo habida cuenta que la actividad principal no es la 
construcción de edificios, la promoción inmobiliaria ni la compra de bienes inmuebles por cuenta 
propia. Según refiere la propia liquidación, no quedó suficientemente demostrado que la actividad 
principal de la entidad fuera la construcción de edificios, la promoción inmobiliaria o la 
compraventa de bienes inmuebles por cuenta propia, ni tampoco que a la presente empresa le 
sean de aplicación las normas de adaptación del Plan General de Contabilidad del sector 
Inmobiliario. Se interpuso recurso de reposición y posterior reclamación económico-
administrativa. El TEAR estimó parcialmente la reclamación ordenando motivar la resolución del 
recurso de reposición. Contra la nueva resolución administrativa, se interpuso reclamación 
económico-administrativa, desestimada por la Resolución de fecha 24 de noviembre de 2023 
objeto del presente recurso judicial. 
Reproduce el art. 30.1 del Decreto Legislativo 1/2010, de 21 de octubre, del Consejo de 
Gobierno, por el que se aprueba el Texto Refundido de las Disposiciones Legales de la 
Comunidad de Madrid en materia de tributos cedidos por el Estado. Especialmente en la 
motivación de la liquidación provisional de la que deriva el objeto de la demanda, y en los 
Fundamentos de Derecho del fallo del TEAR de Madrid de 24/11/2023, se niega el cumplimiento 
del requisito establecido en el referido art. 30.1.b), si la actividad principal realizada por la 
empresa en 2017 (año en que se produjo el devengo de la compra del inmueble del que trae 
causa la liquidación del ITP) no era la construcción de edificios, la promoción inmobiliaria o la 
compraventa de bienes inmuebles por cuenta propia, por lo que lo fundamental es cual fue la 
actividad principal realizada por la actora en 2017. 
Relata las operaciones de promoción inmobiliaria en el año 2017. En cuanto a la 
COMPRAVENTA de bienes inmuebles por cuenta propia, se realizaron las siguientes 
operaciones: - Compra del inmueble que dio lugar a la liquidación del impuesto que es origen de 
revisión en el expediente de referencia de la C/ Ponzano, nº 16 de Madrid (Protocolo 2.891). 
Consta aportado en el expediente administrativo folios 410 a 378. - Compra y venta del inmueble 
de la C/ Raimundo Fernández Villaverde (R.F.V.), nº 17 de Madrid compuesto por dos fincas 
registrales independientes, la casa sita en el 3º interior F (Finca registral 74.321 del Registro de 
la Propiedad 6 de Madrid) y la plaza de aparcamiento nº 3 con entrada por el nº 5 y 7 de la misma 
calle (Finca registral 64.189 del Registro de la Propiedad 6 de Madrid). Constan aportados en el 
expediente administrativo según el siguiente detalle: ? Escritura de compra R.F.V. (Protocolo 
1.353) Folios 275 a 316. 12 ? Escritura de venta piso R.F.V. (Protocolo 2.235) Folios 241 a 273. 
? Escritura de venta garaje R.F.V. (Protocolo 3.811) Folios 317 a 339. - Compra del inmueble del 
Pasaje de Pradillo, nº 14 y 16 de Madrid (Protocolo 2.117). Consta aportado en el expediente 
administrativo folios 341 a 363. - Venta del inmueble del Pasaje de Pradillo, nº 14 y 16 de Madrid 
(Protocolo 5.915). Consta aportado como DOC 8 del expediente administrativo del Procedimiento 
Ordinario 114/2024 que se está tramitando ante esta misma Sección de la Sala en el recurso 
contencioso promovido por mi representada contra otra liquidación de la Comunidad de Madrid 
por la misma causa. Escritura de venta Pasaje Pradillo - Prot. 5.915. (Folios 375 a 388) - Compra 
del inmueble de la C/Garcilaso, nº 6 de Madrid (Protocolo 3.813). Consta aportado en el 
expediente administrativo folios 207 a 240. - Venta del inmueble de la C/ Santa Engracia, nº 26 
de Madrid (Protocolo 2.147). Consta aportado en el expediente administrativo folios 413 a 450. - 
Venta del inmueble de la C/ Matilde Diez, nº 11 de Madrid (Protocolo 1.793). Consta aportado en 
el expediente administrativo folios 451 a 500. En cuanto al ALQUILER de inmuebles por cuenta 
propia, - Alquiler de los pisos 1º y 3º piso del nº 28 de la C/ Molino del Viento de Madrid. El alquiler 
del inmueble se gestionó a lo largo de todo el ejercicio a través de la empresa Airbnb Ireland UC, 
privateunlimited Company tal cual consta de las facturas por el alquiler y del detalle de los 
alquileres del inmueble ofrecido a través de la página web de la propia compañía. A los oportunos 
efectos de prueba se acompañó como documento 13, listado de los alquileres gestionados a 
través de la página web de AIRBNB en 2017 que constan entre las facturas emitidas a la 
mencionada empresa y que posteriormente serán reseñados. Folios 501 a 519 - Alquiler del piso 
sito en el nº 5 de la C/ Luis Vives de Madrid. El alquiler del inmueble se gestionó a lo largo de 
todo el ejercicio a través de la empresa AirbnbIreland UC, privateunlimited Company tal cual 
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consta de las facturas por el alquiler y del detalle de los alquileres del inmueble ofrecido a través 
de la página web de la propia compañía. A efectos de prueba de los alquileres se aportó las 
facturas giradas a las distintas personas que ocuparon el piso a lo largo del año que constan 
entre las facturas del documento 21 al recurso de reposición (folios 729 a 811) y figuran 
relacionados en el listado de alquileres aportado como documento 12 (Folios 501 a 519). - 
Alquiler del piso sito en el nº 11 de la C/ Matilde Diez de Madrid. El inmueble estuvo alquilado a 
lo largo de todo el ejercicio tal cual consta en el contrato de arrendamiento aportado como 
documentos 13 y 14. (Folios 609 a 630). En cuanto a los SERVICIOS de reforma y gestión de 
inmuebles ajenos, cita servicios inmobiliarios referidos a la reforma y gestión de inmuebles de 
las distintas sociedades de HOUSERS tal cual se acredita mediante las facturas emitidas a las 
distintas empresas del grupo que se aportó como documento 15 adjunto al recurso de reposición 
(Folios 631 a 674). 
En cuanto a la acreditación de dicha actividad principal, indica que acompañó como documento 
16 del recurso de reposición (Folios 675 a 678), el Libro de Facturas Emitidas donde consta el 
detalle de cada una de las operaciones realizadas agrupadas por cada una de las actividades 
realizadas, así como el porcentaje que cabe atribuir al volumen de operaciones realizadas dentro 
del ámbito de la promoción inmobiliaria, entendiendo como tal, cuando menos, los ingresos 
provenientes de la venta y alquiler por cuenta propia de inmuebles, aun cuando a tenor de lo 
previamente expuesto, cabría extender tal consideración incluso a los servicios de reforma y 
gestión de inmuebles ajenos, por lo que a efectos ilustrativos a continuación se reproduce el 
porcentaje imputable a cada actividad según el siguiente detalle: CONCEPTO IMPORTE 
PORCENTAJE Venta Inmuebles 1.125.000,00 € 77,08% Alquiler Inmuebles 99.619,45 € 6,83% 
Servicios 234.858,40 € 16,09% TOTAL 1.459.477,85 € 100% A efectos de prueba del volumen 
de actividad, igualmente se acompañó como documentos 17 y 18 del tan mencionado recurso 
de reposición (Folios 679 a 705), copia del Impuesto sobre Sociedades (mod. 200), así como el 
resumen anual del Impuesto del Valor Añadido (mod. 390) presentado por la recurrente. A los 
mismos efectos probatorios para completar la prueba de las ventas y servicios prestados en 
2017, se adjuntó como documento 20 (Folios 707 a 811) el resto de las facturas emitidas en 2017 
según el detalle recogido en el Libro registro de Facturas Emitidas. A resultas de lo expuesto 
quedó acreditado que la actividad principal de la empresa en el ejercicio del devengo del 
Impuesto fue la compraventa de bienes inmuebles por cuenta propia, sino la promoción 
inmobiliaria habida cuenta que las actividades realizadas dentro de ese ámbito suman más del 
50% de las operaciones realizadas, por cuanto representan un total del 83,91% del total de las 
operaciones realizadas por la empresa en 2017. No obstante lo anterior, la Comunidad de Madrid 
pretende excluir del cómputo del volumen de ventas que justifiquen la actividad principal, la venta 
de la plaza de garaje nº 3 del nº 5 y 7 de la calle Raimundo Fernández Villaverde al no tratarse 
de una vivienda y sus anexos, pese a lo cual, en caso de que se excluyera la venta de la 
mencionada plaza de garaje del cómputo del volumen de operaciones imputables a la promoción 
inmobiliaria para determinar la actividad principal de la empresa, resulta que las operaciones 
realizadas representan un total del 82,20% del total de las operaciones realizadas en 2017. 
Las resoluciones administrativas motivan la liquidación provisional en base a un elemento formal 
como lo es la manifestación hecha a la hora de presentar el resumen anual del impuesto sobre 
el valor añadido (mod. 390) y el impuesto sobre sociedades 16 (mod. 200), ya que mientras en 
el primero consta que la actividad es la de los epígrafes 844 y 4912 de la tarifa del IAE, en la 
segunda consta que el CNAE es el 7311, lo que nuevamente supone fundar la liquidación en 
aspectos formales que nada tiene que ver con la actividad principal de la empresa. Tal cual se 
expuso, conforme obliga el art. 30.1.b) del Decreto Legislativo 1/2010, la actividad que debe 
considerarse a efectos de valorar la procedencia de la liquidación provisional, es la actividad que 
con carácter principal realizó la empresa, para partiendo que esta, comprobar que queda 
comprendida en el objeto social de la compañía. 
Precisa qué debe entenderse por actividad principal, por lo que partiendo de lo dispuesto en la 
Clasificación Nacional de Actividades Económicas (CNAE-2009), elaborada según las 
condiciones recogidas en el Reglamento de aprobación de la NACE Rev.2, donde se define 
actividad económica, como la generación de valor añadido mediante la producción de bienes y 
servicios, se precisa como actividad principal aquella que genera mayor valor añadido, no 
obstante lo cual, ante la dificultad que supone el cálculo del valor añadido para las empresas que 
realizan varias actividades, considera como actividad principal aquella que genera mayor 
volumen de negocio o, en su defecto, la que ocupa el mayor número de empleados, todo ello, 
según aparece publicado por el Instituto Nacional de Estadística en su página web. No obstante 
lo anterior, y pese a lo que consta acreditado al respecto, la Administración determinó que la 
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actividad principal no era ninguna de las previstas en el art. 30.1.b), tomando como tal la que se 
corresponde con los datos que constan en las declaraciones presentadas por la Empresa, bien 
a propósito del alta en el censo de empresarios o profesionales de la AEAT, respecto del IAE, o 
bien en las autoliquidaciones de impuestos presentadas, (I. Sociedades, e IVA) obviando la 
actividad real desarrollada por esta a fecha de devengo del impuesto, de forma que si bien puede 
justificarse que la propuesta de liquidación motivara inicialmente la propuesta en virtud de los 
datos formales que constaban en registros públicos, habida cuenta que en ese momento no 
conocía cual efectivamente fue la actividad real que con carácter principal realizó la empresa a 
fecha de devengo del impuesto, no lo es que la DGT de la Comunidad de Madrid, al resolver el 
recurso de reposición, prescindiendo de los datos y circunstancias reales que determinan cual 
fue la actividad principal, volviera a entender que lo es aquella que consta en los tan mencionados 
registros, pese a constar aportados los documentos que han sido referidos en este escrito que 
prueban sobradamente cual fue la tan mencionada actividad principal de la empresa. 
Resalta que el precepto no exige una acreditación formal de la actividad principal, por lo que 
tomando como premisa irrefutable la prueba obrante respecto de la actividad de la entidad en 
2017, no pueden concluirse como lo hace la Comunidad de Madrid y el fallo del TEAR de Madrid 
de 24/11/2023, que la actividad principal no fue ninguna de las previstas en el art. 30.1.b) del 
Decreto Legislativo 1/2010, habida cuenta, que cuando menos el 75,37% de la actividad de 2017 
fue la compraventa de inmuebles por cuenta propia, y que lo que la norma exige para la aplicación 
del tipo reducido del 2% es que la actividad principal sea la construcción de edificios, la 
promoción inmobiliaria o la compraventa de bienes inmuebles por cuenta propia. 
Por último cita la Orden de 28 de diciembre de 1994 por la que se aprueban las normas de 
adaptación del Plan General de Contabilidad a las empresas inmobiliarias y afirma que en lo que 
se refiere a la calificación del alquiler de pisos turísticos como actividad de promoción 
inmobiliaria, la propia definición dada por el PGCEI contempla como tal, tanto las actividades 
inmobiliarias, como el alquiler de bienes inmuebles por cuenta propia, sin hacer otra distinción 
respecto de estos que el que se realice por cuenta propia, por lo que a los efectos que interesa 
el alquiler de pisos turísticos debe considerarse como actividad de promoción inmobiliaria. En 
base al contenido normativo del Plan General de Contabilidad de las Empresas de Inmobiliarias 
(Orden de 28/12/1994), y considerando el espíritu de este conforme lo previsto en la introducción 
respecto de las empresas a las que será de aplicación, cabe concluir, de forma contraria a como 
lo hace la Comunidad de Madrid, que la inclusión del alquiler turístico dentro de las actividades 
de promoción inmobiliaria deben computarse a efectos de determinar la actividad principal de la 
empresa en 2017. Conforme lo que se expuso en el recurso de reposición, la propuesta de 
liquidación reconoce que tal cual se acreditó mediante los documentos aportados junto al escrito 
de alegaciones y consta en el expediente administrativo, la empresa está dada de alta en los 
epígrafes del IAE 833.2 (promoción inmobiliaria de edificaciones), y 834 (servicios a la propiedad 
inmobiliaria e industria), sin que pese a ello, se haya reconocido que la actividad dada de alta en 
el epígrafe 685 (alojamientos turísticos extrahoteleros) queda comprendida también como 
actividad inmobiliaria, y ello en base al alquiler de algunos de los inmuebles que durante esos 
años se adquirieron para afectarlos a esa actividad, si bien por la singularidad de su uso, pisos 
de uso turístico, no se dio de alta en el epígrafe correspondiente a alquiler, sino en el de 
alojamientos turísticos antes aludido, habida cuenta que esta es una actividad reglada que exige 
que siempre que se cumplan los requisitos para entender el alquiler como de uso turístico, deba 
inscribirse en la correspondiente Dirección General, y tratarse formalmente como tal. Recuerda 
que el mencionado alquiler de pisos turísticos se encuentra regulado en el Decreto 79/2014, de 
10 de julio, por el que se regulan los apartamentos turísticos y las viviendas de uso turístico de 
la Comunidad de Madrid, de forma que tal cual consta en el art. 3, si la vivienda se destina al 
alquiler turístico durante un período mínimo de tres meses continuados durante el año natural, 
se entenderá que el alquiler tiene esa condición, no obstante lo cual, no puede dejar de 
considerarse a estos efectos que la actividad desarrollada mediante los pisos alquilados en ese 
régimen debe ser la de promoción inmobiliaria, habida cuenta que cualquier período inferior 
estaría excluido de la normativa turística y entraría dentro del arrendamiento de temporada, 
regulado por la Ley de Arrendamientos Urbanos, Ley 29/1994, de 24 de noviembre. Es evidente 
que en 2017 fueron de aplicación a la mercantil las normas de adaptación del Plan General de 
Contabilidad del sector Inmobiliario, habida cuenta que la actividad realizada fue la prevista en 
la Introducción de la Adaptación del Plan General de Contabilidad a las Empresas de 
Inmobiliarias (Orden de 28/12/1994 - PGCEI) conforme lo previsto en el Real Decreto 1560/1992, 
de 18 de diciembre, por el que se aprueba la Clasificación Nacional de Actividades Económicas, 
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por cuanto de esta forma, también se cumple la condición prevista en el art. 30.1 del Decreto 
Legislativo 1/2010. 
 
TERCERO.-El Abogado del Estado, se opuso a la demanda. 
Parte del art .30 del Decreto Legislativo 1/2010 de 21 de octubre, pro el que se aprueba el texto 
refundido de las disposiciones legales de la Comunidad de Madrid en materia de tributos cedidos 
por el Estado que establece un tipo de gravamen reducido del 2% aplicable a la adquisición de 
viviendas por empresas inmobiliarias. 
Reproduce la argumentación de la Administración autonómica para denegar la bonificación 
solicitada, así como la fundamentación del TEAR. 
Añade que en contra de lo alegado en la demanda. no se trata de un criterio, el adoptado por la 
Administración tributaria de la Comunidad Autónoma y por el TEARM basado exclusivamente en 
declaraciones formales, sino que lo está en la propia conducta de la entidad recurrente. Así, lo 
cierto es que la recurrente no cuestiona que en el año 2017 no figuraba dada de alta en epígrafe 
alguno del IAE (y lo estaba en varios) que guardara relación con "la construcción de edificios, la 
promoción inmobiliaria o la compraventa de inmuebles por cuenta propia." No deja de resultar 
paradójico que una entidad que demanda la aplicación de un beneficio fiscal, pretenda que se 
incumpla esa misma normativo, o, al menos, que no se tenga en cuenta. Y conste que se trata 
de la propia conducta de la recurrente la que se encuentra en el comportamiento que determina 
el déficit probatorio a la hora de acreditar los requisitos para la aplicación del tipo reducido 
solicitado. Y otro tanto cabe decir, conforme se ha constatado en la Base de datos de la AEAT y 
la recurrente no niega que, en relación con la declaración por el Impuesto sobre Sociedades del 
ejercicio de 2017, consta como actividad con mayor volumen de operaciones, esto es, como su 
actividad principal, la designada con el código CJEA 7311, que corresponde a "Agencias de 
Publicidad". Y, en fin, obra en el expediente, como ha señalado el TEARM, el resumen anual del 
IVA de 2017 (modelo 390), en que la actividad principal por volumen de operaciones tampoco 
guarda relación alguna con el requisito previsto en el apartado 1.b) del artículo 30.1 del T.R. En 
tal sentido, en materia como la presente en el que rige el más estricto principio de legalidad no 
puede quedar la configuración y aplicación de los tributos a la mera voluntad, cuando no al puro 
arbitrio, de los particulares, por lo que no procede la aplicación del tipo reducido solicitado. 
 
CUARTO.-La Comunidad de Madrid presentó escrito oponiéndose a la demanda. 
Reproduce el art. 30 del Decreto Legislativo 1/2010, precisando que el requisito debatido es el 
contemplado en la letra b). 
En el presente caso la mercantil está dada de alta en los epígrafes del Impuesto sobre 
Actividades Económicas 833.2 (Promoción Inmobiliaria de Edificaciones) y 834 (Serv. Propiedad 
Inmobiliaria e Industria). Según la Base de Datos Centralizada facilitada por la AEAT, el CNAE 
reflejado para el ejercicio de la compraventa y ejercicios anteriores a la adquisición del inmueble 
ha sido el 7311 correspondiente a «Agencias de Publicidad». Debe tenerse en cuenta que en la 
declaración del Impuesto sobre Sociedades se cumplimentará el CNAE por cada entidad según 
el que corresponda a aquella actividad con mayor volumen de operaciones, esto es, su actividad 
principal. No se cumple, por tanto, el requisito exigido en el precepto precitado, pues la actividad 
principal no es la construcción de edificios, la promoción inmobiliaria o la compraventa de bienes 
inmuebles por cuenta propia y, por tanto, no es aplicable el tipo impositivo reducido del 2%. En 
vista de la información y documentación obrante, se evidencia lo que en su día ya se constató 
en vía administrativa y económico-administrativa: que la actividad principal de la mercantil al 
tiempo del devengo no era en absoluto la que la norma exige para la aplicación del tipo reducido, 
y que a pesar de ello se aplicó este, conociendo o debiendo conocer su improcedencia, lo cual 
nos lleva a la cuestión de la negligencia como factor de imputación de la sanción. 
Afirma que es evidente que el mero hecho de adquirir o enajenar una vivienda no es en absoluto 
expresivo ni de dedicarse a ello con carácter principal, ni de dedicarse a ello en el sentido estricto 
de actividad económica, empresarial o comercial, pues no toda adquisición, ni siquiera toda 
adquisición llevada a cabo por una persona jurídica, ha de considerarse necesariamente 
realizada con dicha finalidad, en tal sentido, sentencia dictada por la Sala a la que nos dirigimos 
(STSJ de Madrid de 26/6/2024, PO 1104/2022), en un procedimiento en el que se plantea la 
misma cuestión de fondo. 
 
QUINTO.-El objeto del procedimiento consiste es determinar la relevancia y consecuencia del 
incumplimiento del requisito establecido en el art. 30.1.b) del Decreto Legislativo 1/2010, de 21 
de octubre, del Consejo de Gobierno, por el que se aprueba el Texto Refundido de las 
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Disposiciones Legales de la Comunidad de Madrid en materia de tributos cedidos por el Estado. 
El artículo 30 dispone "1. Se aplicará el tipo impositivo reducido del 2 por 100 a la transmisión de 
la totalidad o de parte de una o más viviendas y sus anexos a una empresa a la que sean de 
aplicación las normas de adaptación del Plan General de Contabilidad del sector Inmobiliario, 
siempre que cumpla los siguientes requisitos: 
a) Que incorpore esta vivienda a su activo circulante con la finalidad de venderla. 
b) Que su actividad principal sea la construcción de edificios, la promoción inmobiliaria o 
la compraventa de bienes inmuebles por cuenta propia. 
c) Que la transmisión se formalice en documento público en el que se haga constar que la 
adquisición del inmueble se efectúa con la finalidad de venderlo. 
d) Que la venta posterior esté sujeta a la modalidad de Transmisiones Patrimoniales Onerosas. 
e) Que la totalidad de la vivienda y sus anexos se venda posteriormente dentro del plazo de tres 
años desde su adquisición". 
Sobre dicho requisito versan los escritos de demanda y contestación. Idéntica problemática se 
ha conocido por esta Sección entre las mismas partes en el PO 114/2024 concluido por sentencia 
de fecha 6 de octubre de 2025 cuyos fundamentos reproducimos "TERCERO. - El art. 30.1.b) 
del Decreto Legislativo 1/2010 regula el tipo reducido objeto de los presentes autos en los 
siguientes términos: "1. Se aplicará el tipo impositivo reducido del 2 por 100 a la transmisión de 
la totalidad o de parte de una o más viviendas y sus anexos a una empresa a la que sean de 
aplicación las normas de adaptación del Plan General de Contabilidad del sector Inmobiliario, 
siempre que cumpla los siguientes requisitos: a) Que incorpore esta vivienda a su activo 
circulante con la finalidad de venderla. b) Que su actividad principal sea la construcción de 
edificios, la promoción inmobiliaria o la compraventa de bienes inmuebles por cuenta propia. c) 
Que la transmisión se formalice en documento público en el que se haga constar que la 
adquisición del inmueble se efectúa con la finalidad de venderlo. d)Que la venta posterior esté 
sujeta a la modalidad de Transmisiones Patrimoniales Onerosas. e) Que la totalidad de la 
vivienda y sus anexos se venda posteriormente dentro del plazo de tres años desde su 
adquisición". Planteada la controversia en los términos expuestos en el fundamento anterior el 
recurso debe prosperar conforme a continuación se razona. En un principio, con la incoación del 
procedimiento, resulta perfectamente razonable el planteamiento de las demandadas, por cuanto 
en efecto, si la recurrente ha realizado declaraciones fiscales haciendo constar como actividad 
principal la de "agencia de publicidad" no le resulta de aplicación beneficio fiscal que exige que 
la actividad principal sea otra. Sucede sin embargo que la recurrente alegó en vía administrativa, 
y vuelve a hacerlo ahora en vía judicial, con aportación de las correspondientes escrituras 
públicas, la realidad de una actividad material, de compra y venta de inmuebles, de importante 
volumen, que realiza de una forma reiterada y no aislada, en concordancia con la declaración 
realizada en la escritura de adquisición que nos ocupa de adquirir el inmueble para su posterior 
venta en el plazo de tres años. Así las cosas, frente a las alegaciones de la recurrente, y la 
abundante prueba aportada, no resulta ya justificado, sin hacer ningún análisis de dicha prueba, 
ni de la realidad de dicha sociedad, mantener que su actividad principal es la de "agencia de 
publicidad", cuando lo cierto es que dicha actividad, en principio, y a falta de prueba en contrario 
por las demandadas, se muestra residual en relación a la de compraventa de inmuebles. En 
efecto, la recurrente acredita, y las demandadas no rebaten, que el grueso de sus operaciones 
y beneficios se refieren a la actividad de compraventa de inmuebles, prueba de la actividad real, 
o material que debe prevalecer para la aplicación del tipo reducido, pues de otra forma, con el 
planteamiento de las demandadas se está introduciendo un requisito formal para la aplicación 
del tipo reducido que no encuentra apoyo en la redacción del precepto(que bien podría incluir 
alguna mención en el sentido pretendido por las demandadas si se estimara esencial)y que 
tampoco resulta justificado a los fines propios del beneficio fiscal". 
Por todo lo anterior, procede estimar el recurso. 
 
SEXTO.-En cuanto a las costas, dispone el art. 139.1 LJ, en la redacción dada por la Ley 
37/2011, que "En primera o única instancia, el órgano jurisdiccional, al dictar sentencia o al 
resolver por auto los recursos o incidentes que ante el mismo se promovieren, impondrá las 
costas a la parte que haya visto rechazadas todas sus pretensiones, salvo que aprecie y así lo 
razone, que el caso presentaba serias dudas de hecho o de derecho". En el presente caso, al 
estimarse el recurso procede la imposición de costas a las Administraciones demandadas pero 
el Tribunal haciendo uso de las facultades del art. 139.3 LJCA la fija limitadas a la cantidad de 
1.000 euros, a abonar por cada una de las Administraciones demandadas, más IVA, por gastos 
de representación y defensa de la parte actora ( art. 139.1 y 3 LJCA) . 
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Vistas las disposiciones legales citadas, 
 
FALLAMOS 
ESTIMAR EL RECURSOinterpuesto por la entidad Clo Clo Global, S.L., contra la Resolución 
dictada por el Tribunal Económico-Administrativo Regional de Madrid de fecha 24 de noviembre 
de 2023 desestimatoria de la reclamación económico-administrativa interpuesta contra el 
Acuerdo del Director General de Tributos de la Comunidad de Madrid que desestima el recurso 
de reposición nº 2021-RD-895 presentado contra al liquidación provisional nº 0012018049105, 
girada al documento nº 2017-T-076986 por el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y 
Actos Jurídicos Documentados (modalidad transmisiones patrimoniales onerosas), cuantía 
11.465,25 euros, Resoluciones que ANULAMOS. 
Imposición de costas a las Administraciones demandadas con el límite fijado en el Fundamento 
Jurídico Sexto. 
La presente sentencia es susceptible de recurso de casación, que deberá prepararse ante esta 
Sala en el plazo de treinta días,contados desde el siguiente al de su notificación, acreditándose 
en el escrito de preparación del recurso el cumplimiento de los requisitos establecidos en 
el artículo 89.2 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, con justificación del 
interés casacional objetivo que presente. Previa constitución del depósito previsto en 
la Disposición Adicional Decimoquinta de la Ley Orgánica del Poder Judicial, bajo apercibimiento 
de no tener por preparado el recurso. 
Dicho depósito habrá de realizarse mediante el ingreso de su importe en la Cuenta de Depósitos 
y Consignaciones de esta Sección, cuenta-expediente nº 2583-0000-93-0116-24 (Banco de 
Santander, Sucursal c/ Barquillo nº 49), especificando en el campo conceptodel documento 
Resguardo de ingreso que se trata de un "Recurso" 24 Contencioso-Casación (50 euros). Si el 
ingreso se hace mediante transferencia bancaria, se realizará a la cuenta general nº 0049-3569-
92-0005001274 (IBAN ES55-0049-3569 9200 0500 1274) y se consignará el número de cuenta-
expediente 2583-0000-93-0116-24 en el campo "Observaciones" o "Concepto de la 
transferencia" y a continuación, separados por espacios, los demás datos de interés. 
Así por esta nuestra Sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos. 
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido 
dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los 
mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas 
que requieran un especial deber de tutela o a la garantía del anonimato de las víctimas o 
perjudicados, cuando proceda. 
Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con 
fines contrarios a las leyes. 
 
 
El contenido de la presente resolución respeta fielmente el suministrado de forma oficial por el 
Centro de Documentación Judicial (CENDOJ). 
 
 


